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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 26
        Julio 3 y 4 de 2013
 


La Limitación del ejercicio conjunto de la patria potestad sobre los hijos “legítimos” configura un trato discriminatorio prohibido por la Constitución que impone la igualdad entre todos los hijos independientemente del origen del lazo filial
	  V.  EXPEDIENTE D-9459    -   SENTENCIA C-404/13  (julio 3)   
       M.P. Luis Ernesto Vargas Silva


1.
Norma acusada 

CÓDIGO CIVIL
ARTICULO 288. DEFINICION DE PATRIA POTESTAD. La patria potestad es el conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquéllos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone. 

Corresponde a los padres, conjuntamente, el ejercicio de la patria potestad sobre sus hijos legítimos. A falta de uno de los padres, la ejercerá el otro. 

Los hijos no emancipados son hijos de familia, y el padre o madre con relación a ellos, padre o madre de familia. 

ARTICULO 289. PATRIA POTESTAD POR LEGITIMACION.  La legitimación da a los legitimantes la patria potestad sobre el menor de 21 años no habilitado de edad y pone fin a la guarda en que se hallare.

2. 
Decisión

Primero.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo contra el artículo 289 del Código Civil, porque el cargo propuesto en esta oportunidad por los demandantes, no reunió los requisitos que establece el Decreto 2067 de 1991 y la jurisprudencia constitucional.

Segundo.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “legítimos” contenida en el inciso segundo del artículo 288 del Código Civil, por las razones expuestas en la parte considerativa de este proveído.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte reafirmó que la patria potestad es una institución creada por el derecho para facilitar la observancia adecuada de los deberes impuestos por el parentesco y la filiación, lo que significa que no se ha otorgado a los padres en provecho personal, sino como un deber que reporta bienestar al menor en cuanto a la crianza, la educación, el establecimiento de la persona y en particular, lo relacionado directamente con la ayuda y asistencia que le deben otorgar al menor. 

Siendo entonces la institución de la patria potestad un instrumento para garantizar el desarrollo armónico e integral del menor y que, a su vez, sirve para imponer a la pareja el deber de sostener y educar a los hijos mientras sean menores (art. 42, inciso octavo C.Po.), limitar ese beneficio solo para los hijos “legítimos” , es decir, a aquellos concebidos dentro del matrimonio de sus progenitores, desconoce de forma clara el postulado de igualdad material que debe existir entre los hijos, habida consideración que fija un parámetro de exclusión para aquellos hijos cuyo lazo filial tiene su cimiento extramatrimonial o adoptivo.

Para la Corporación, no cabe duda de que la expresión acusada pone en evidencia una diferenciación de trato entre los hijos que resulta inadmisible desde el punto de vista constitucional, ya que restringe el disfrute de la protección que otorga la patria potestad ejercida conjuntamente por los padres, solo a los hijos habidos dentro del matrimonio, situación que genera una discriminación legal por el origen familiar o por el nacimiento de los hijos cuyo modo de filiación es extramatrimonial o adoptivo, desconociendo los principios y valores que enmarcan la Constitución Política de 1991, en especial, lo atinente a la igualdad de trato ante la ley que consagra el artículo 13 Superior. Adicionalmente, el vocablo “legítimos”  pone de manifiesto un trato diferencial entre los hijos que gozan de una consanguinidad matrimonial y los que la detentan de forma extramatrimonial, situación que no está acorde con los postulados y valores constitucionales y que desconoce el principio de la dignidad humana que se predica de todas las personas sin distinción alguna. Por consiguiente la expresión censurada del artículo 288 del Código Civil fue declarada inexequible, por desconocer los artículos 13 y 42 de la Constitución.
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